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E
n un contexto judicial saturado, 
en la vorágine de la administra-
ción de justicia, donde las causas 

crecen y las audiencias se multiplican, es 
menester detenerse a pensar ¿Estamos 
resolviendo los conflictos o simplemen-
te tramitándolos? 

Cuando los operadores judiciales se 
convierten en tramitadores de expe-
dientes y no en expertos que resuelven 
situaciones controvertidas, (problemas 
de la gente) entonces el sistema pierde 
su esencia. La administración de justicia 
no debiera medirse por cuántas causas 
se sacan del sistema, sino por cuántos 
conflictos se logran resolver verdadera-
mente. Entendiendo conflicto como una 
situación visceralmente humana y que 
necesita una respuesta a la altura de su 
naturaleza. 

Ya sea como profesionales del dere-
cho o como ciudadanos que recurrimos 
a la justicia, a menudo salimos de tribu-
nales con la sensación de que la verdad 
quedó entre el polvo de los recovecos 
del sistema. Nos queda la amarga cer-
teza de que el problema que nos llevó 
hasta allí, ese hecho real de carne y 
hueso, de dolor e incertidumbre, fue re-
ducido a un número de expediente, a 
una mera sucesión de pasos y formalis-
mo descarnados. La esencia humana 
del problema se extravió en el laberinto 
de decretos y diligencias. Tantos plazos, 
tanto procedimiento termina desnatu-
ralizando el conflicto humano. 

Para el personal del poder judicial 
las causas se acumulan y para el pueblo 
que busca resolver sus problemas los 
tiempos se hacen largos, los conflictos 
se agravan, la violencia crece, el dinero 
se desvaloriza, etc. Los problemas de 
los ciudadanos, complejos y multifacéti-
cos, rara vez se solucionan íntegramen-
te con una sentencia.  

En medio del sistema las personas 
que padecen el conflicto quedan relega-
das. ¿Habrá alguien que piense en el 
humano? Es aquí donde aparece otra 
pregunta: ¿podemos construir una justi-
cia más humana, más cercana, más dia-
logante? La mediación judicial debe ser-
vir para eso, no para alivianar la tarea 
del tribunal, ni reemplazar al juez sino 
para darle a la justicia una herramienta 
que todos tenemos, de bajo costo y de 
magníficos resultados: la palabra. Darle 
a la palabra la oportunidad de desple-
gar todo su poder. 

Cuando educamos a la sociedad en 
general y a los profesionales del dere-
cho en particular sobre el valor de la 
mediación, la realidad de los individuos 
y la sociedad transmutan. Abandona-
mos la cultura de vencedores y vencidos 
y entramos en el campo de las solucio-
nes que sanan, reparan y permiten an-
dar el camino de la auténtica victoria 
que no es el de tener la razón, sino el de 
encontrar la paz. 

Cuando las partes se sientan frente a 
un mediador, algo cambia, la experien-
cia lo demuestra. Cambia la lógica, ya 
no hay un juzgador que marque quién 
gana y quién pierde, sino que se abre 
una mesa donde las personas desean 

decir, desean ser escuchadas, necesitan 
contar su verdad y de a poco entender 
la verdad del otro. El conflicto deja de 
ser un campo de batalla, y la necesidad 
de ganar cede ante la sabiduría de com-
prender el dolor. 

La mediación es un espacio donde se 
es importante, dónde el sentir humano 
se hace legítimo, dónde los intereses in-
dividuales adquieren validez y se en-
cuentran con el del otro en puntos co-
munes, dónde hay una identidad que es 
mirada y entendida. Todos necesitamos 
ser escuchados, comprendidos. Es reco-
nocer que detrás de todo conflicto legal, 
late un sentir humano que merece no 
solo ser oído, sino legitimado. 

En la mediación se pasa de la imposi-
ción a la colaboración, del reclamo al 
entendimiento, de la distancia al en-
cuentro. 

La mediación es una forma de justicia 
que no se mide en plazos perentorios, 
escritos interminables, decretos mecá-
nicos, artículos, jurisprudencia, sino en 
transformaciones: familias que vuelven 
a hablarse, vecinos que se encuentran, 
deudas que se saldan, parejas que lo-
gran poner fin a una historia sin lasti-
marse más, una economía empresarial 
o familiar que se ordena y empieza a ser 
más eficiente. En un mundo que exige 
resultados cuantitativos, aparece la me-
diación como un acto de justicia que nos 
invita a mirarnos y entender la identi-
dad única de quien está enfrente. Todos, 
hasta los más seguros y poderosos, más 
allá de leyes y demandas, llegamos con 
la misma necesidad, la de ser escucha-
dos para sentir que existimos y que a al-
guien le importamos. 

La mediación judicial, lejos de debili-
tar a la justicia, la humaniza. Humani-
zar el Poder Judicial es devolverle su 
sentido. La mediación judicial permite 
que la ley se acerque a las personas, 
que la solución no sea sólo un resultado 
procesal y hasta azaroso, sino un cami-
no de comprensión, responsabilidad y 
respeto. 

Cuando la justicia se humaniza, se re-
para la verdad y la sociedad sana. Este 
es el horizonte, una justicia que no se 
conforme sólo con fallar sino que tenga 
el coraje de escuchar las historias silen-
ciadas por la urgencia procesal. 

¿Y si la Justicia también  
pudiera escuchar?
u Claudia Patricia Juárez 

Abogada y mediadora 

MEDIACIÓN

L
a Cámara 6ª Civil y Comercial 
de Córdoba rechazó el recurso 
de apelación de la Municipali-

dad de Córdoba y confirmó la sen-
tencia que admitió la acción de re-
petición promovida por Consoli-
dar ART, al considerar que no se 
demostró una lesión constitucio-
nal concreta que justificara decla-
rar la inconstitucionalidad del artí-
culo 39, apartado 5, de la Ley 24557.  

El tribunal descartó además que 
el recupero de las prestaciones 
abonadas por la aseguradora con-
figure un doble cobro, pues la pri-
ma del seguro y la acción de repeti-
ción responden a causas y finalida-
des jurídicas diferentes. 

La controversia se originó en la 
pretensión de la aseguradora de 
riesgos del trabajo del municipio 
los importes que había abonado 
en concepto de prestaciones mé-
dicas e indemnización por el falle-
cimiento de R. M. L., ocurrido en 
un hecho dañoso el 26 de septiem-
bre de 2006. La acción se sustentó 
en el artículo 39, apartado 5, de la 
ley 24557, que permite a la ART re-
petir del responsable del daño el 
valor de las prestaciones otorgadas 
al damnificado o sus derechoha-
bientes. 

El Palacio 6 de Julio cuestionó la 
constitucionalidad de esa disposi-
ción argumentando que la asegu-
radora ya había percibido una 
contraprestación por asumir el 
riesgo mediante el contrato cele-
brado con el Gobierno de la Pro-
vincia de Córdoba. Según su pos-
tura, permitir además la repetición 
de lo pagado frente a la efectiva 
producción del siniestro suponía 
convalidar un doble cobro. 

Los vocales Alberto F. Zarza y 
Walter Adrián Simes señalaron ini-
cialmente que la apelante no con-
trovirtió los hechos que determi-
naron el pago de las prestaciones 
ni los montos desembolsados, sino 
que concentró su agravio en el re-
chazo del planteo constitucional. 
Asimismo, observaron que su ex-
presión de agravios no desarrolla-
ba una crítica concreta de los fun-
damentos de primera instancia, 
aunque decidieron ingresar igual-
mente al tratamiento sustancial de 
la cuestión para garantizar el dere-
cho de defensa. 

Remedio 
La alzada recordó que la declara-
ción de inconstitucionalidad cons-
tituye un remedio de última ratio, 
reservado para aquellos casos en 
que la incompatibilidad de una 
norma con la Constitución Nacio-
nal sea manifiesta, clara e induda-
ble. Desde esa perspectiva, conclu-
yó que el régimen cuestionado no 
vulneraba garantías constitucio-
nales, pues integra un sistema es-
pecial establecido por el legislador 
para regular las consecuencias de 
los infortunios laborales. 

El tribunal agregó que esa regu-
lación constituye una opción de 
política legislativa que no puede 
ser revisada judicialmente en tér-
minos de oportunidad o conve-
niencia mientras no resulte irrazo-
nable o arbitraria. El artículo 39, 
apartado 5, no establece una res-
tricción ilegítima de derechos, sino 
un mecanismo destinado a equili-
brar los intereses involucrados en 
el sistema de riesgos del trabajo. 

El punto central del fallo estuvo 
dado por el rechazo del argumen-
to del doble cobro. La cámara ex-
plicó que la prima constituye la 
contraprestación del contrato de 
seguro por la asunción del riesgo 
y su percepción es independiente 
de que el siniestro finalmente 

ocurra. La repetición, por el con-
trario, no representa una nueva 
remuneración para la ART, sino 
un mecanismo legal que permite 
trasladar el costo económico del 
daño hacia quien resulte jurídica-
mente responsable. 

Por ello, no existe identidad de 
causa ni de objeto entre la prima y 
la repetición: la primera responde 
a la relación contractual asegurati-
va, mientras que la segunda se vin-
cula con las reglas de responsabili-
dad y procura evitar que el costo 
quede definitivamente en cabeza 
de quien asumió contractualmen-
te el riesgo. 

En consecuencia, el tribunal 
concluyó que la norma no habilita 
una duplicidad resarcitoria y, ante 
la ausencia de una demostración 
concreta de lesión constitucional, 
el planteo formulado resultaba 
meramente dogmático. Por esas 
razones rechazó la apelación de la 
Municipalidad de Córdoba, confir-
mó la sentencia en cuanto había 
sido materia de agravios e impuso 
las costas de la Alzada a la deman-
dada vencida. 

La prima abonada por la 
cobertura y la posterior  
acción de repetición tienen 
causas y finalidades  
diferentes, por lo que no 
existe un doble cobro ni se 
acreditó una lesión  
constitucional que justifique 
invalidar la norma 

Avalan que una ART recupere de 
la Municipalidad las prestaciones 
pagadas por un accidente laboral
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